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ASUNTO: PROYECTO DE ORDEN FORAL QUE MODIFICA LA ORDEN FORAL DE LA DIPUTADA DE CULTURA Y DEPORTE 185/2025, DE 14 DE JULIO, POR LA QUE SE APRUEBA LA NORMATIVA REGULADORA DE LOS PROGRAMAS DE ACTIVIDAD FÍSICA Y DEPORTE EN EDAD ESCOLAR DEL TERRITORIO HISTÓRICO DE ÁLAVA ( SESIÓN 28 JULIO 2026)
I. ANTECEDENTES DE HECHO 
El director de Deporte ha enviado, con fecha 16 de julio de 2026, el proyecto de orden foral que modifica la Orden Foral de la Diputada de Cultura y Deporte 185/2025, de 14 de julio, por la que se aprueba la normativa reguladora de los programas de actividad física y deporte en edad escolar del Territorio Histórico de Álava.

A la petición del dictamen se acompaña la documentación que a continuación se detalla:

1. Informe de inicio del Servicio de Deporte de fecha 17 de junio de 2026. 

2. Orden Foral 162/2026, de 25 de junio, de inicio del procedimiento de elaboración del proyecto de Orden Foral de la Diputada de Cultura y Deporte que aprueba la modificación de la normativa reguladora de los programas de actividad física y deporte en edad escolar en el Territorio Histórico de Álava. 

3. Proyecto de Orden Foral de Normativa reguladora de los programas de actividad física y deporte en edad escolar en el Territorio Histórico de Álava

4. Informe de evaluación de impacto de género de fecha 2 de julio de 2026.

5. Verificación del informe de evaluación de impacto de género, de 8 de julio de 2026. 

6. Declaración del carácter urgente de la consulta a la Comisión Consultiva, de 10 de julio de 2026.

7. Informe de impacto normativo abreviado de la Orden Foral de la Diputada de cultura y deporte que aprueba la modificación de la normativa reguladora de los programas de actividad física y deporte en edad escolar en el Territorio Histórico de Álava, de fecha 16 de julio de 2026. 

8. Solicitud de dictamen de la Comisión Consultiva de fecha 16 de julio de 2026.

II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS

1.- Título Competencial y habilitación normativa

No se han alterado las bases competenciales de la iniciativa, recogidas en el Dictamen aprobado en sesión de 19 de junio de 2025, relativo al proyecto de orden foral por el que se aprobó la normativa reguladora de los programas de actividad física y deporte en edad escolar del Territorio Histórico de Álava, que ahora se pretende modificar, por lo que nos remitimos al citado dictamen si bien, a continuación, nos referimos a ellas de forma algo más resumida.

El artículo 10.36 de la Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para el País Vasco (en adelante EAPV), dispone que la Comunidad Autónoma de Euskadi ostenta la competencia exclusiva en materia de “Turismo y deporte. Ocio y esparcimiento”. 
En relación con el precepto anterior, la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus Territorios Históricos (en adelante LTH) señala, en su artículo 7.b).6, como competencia de desarrollo y ejecución de los Territorios Históricos, el "Fomento del deporte. Programas de deporte escolar y deporte para todos". Por ello, y conforme a su artículo 8.2 corresponde a los Territorios Históricos las siguientes potestades: a) de desarrollo normativo de las normas emanadas de las Instituciones Comunes, no pudiendo ir en contra de los dispuesto en las mismas las normas emanadas de los Órganos Forales; b) reglamentaria; c) administrativa, incluida la inspección; d) revisora en la vía administrativa”.

Conforme al citado esquema, las instituciones comunes se reservarían la ordenación fundamental o sustancial en aras a garantizar un común denominador normativo en la materia en toda Euskadi, dejando a los territorios históricos espacio para ejercer su competencia normativa e introducir aquellas regulaciones que consideren convenientes atendiendo los intereses forales en la materia.

Sobre la base del referido reparto competencial la Ley 2/2023, de 30 de marzo, de la actividad física y del deporte del País Vasco, en sus artículos 3, 4 y 5, delimita las áreas competenciales de cada administración, atribuyendo (i) a las instituciones comunes, entre otras, en su artículo 3.2.k), la regulación de las bases y principios generales de la actividad física y del deporte escolar, de su régimen disciplinario deportivo y de sus competiciones, (ii) y a los órganos forales, en su artículo 4.a), el desarrollo normativo de la regulación de la Comunidad Autónoma en materia de actividad física y de deporte escolar, así como su ejecución en coordinación con la Administración municipal. 
La Ley 2/2023, de 30 de marzo, además de introducir la ampliación del deporte escolar en lo que corresponde a la franja de edad 0-6 años, atribuye a los órganos forales diferentes competencias en la materia: (i) las funciones de ordenación, calificación y autorización de las competiciones oficiales escolares de ámbito territorial corresponden a los órganos forales (art. 62.3), (ii) la autorización de la emisión de licencias federativas de las escolares y los escolares (art. 71.4), (iii) la aprobación anual de los programas de actividad física y deporte en edad escolar (art. 75.1), (iv) la aprobación de los planes de apoyo a deportistas promesa (art.95.2), (v) Las instituciones comunes ejercerán las funciones de inspección de la actividad física y del deporte, sin perjuicio de la competencia en materia de inspección deportiva que ostentan los órganos forales de los territorios históricos y los municipios en sus respectivos ámbitos (art. 134), (vi) el ejercicio de la potestad sancionadora corresponderá, en la esfera de sus competencias, a la Administración general de la Comunidad Autónoma, a los órganos forales de los territorios históricos y a los municipios (art. 151.1).
El Decreto 125/2008, de 1 de julio, sobre deporte escolar, establece por su parte la ordenación fundamental o sustancial para la implantación del modelo de deporte escolar en Euskadi, atribuyendo a los órganos forales la aprobación anual de los programas de deporte escolar, materia en la que dichos órganos forales pueden ejercer su competencia normativa e introducir aquellas regulaciones que consideren convenientes atendiendo a los intereses forales en la materia, todo ello sin alterar el esquema de la LTH.

En el ámbito foral, se aprobó la Norma Foral 21/2020, de 28 de octubre, de deporte escolar del Territorio Histórico de Álava, cuya disposición final primera habilita a la persona titular del departamento foral competente en materia de deporte para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para su desarrollo y ejecución, sin perjuicio de las habilitaciones específicas contenidas en la misma.

Asimismo, el artículo 5 habilita expresamente al departamento de la Diputación Foral de Álava competente en materia de deporte, para aprobar (i) anualmente los programas de deporte escolar, y (ii) los reglamentos de juego y competición que regulen las actividades de deporte escolar, previo informe de la Comisión Vasca de Deporte Escolar. Además, el artículo 8 habilita al mismo departamento para autorizar de forma excepcional la organización o la participación en actividades en ámbitos territoriales superiores a los indicados en la citada Norma Foral, previo informe de la Comisión Vasca de Deporte Escolar.

En materia de autorizaciones y licencias se permite al correspondiente departamento de la Diputación (i) autorizar, excepcionalmente, la participación en los itinerarios de deportistas que no hayan cumplido la edad mínima, previo informe favorable de la Comisión Vasca de Deporte Escolar (art. 12.3), y (ii) autorizar la organización de actividades deportivas no contempladas en los programas de deporte escolar (art. 13.2). Además, (iv) se dispone que reglamentariamente se regularán los procedimientos de autorización de las actividades no contempladas en los programas anuales de actividades de deporte escolar (artículo 13.3). También se reconoce la competencia para (v) la expedición de licencias de deporte escolar (artículo 14.1), (vi) la autorización de licencias para participar con una entidad de otro territorio histórico, así como para participar en los programas anuales del Territorio Histórico de Bizkaia o de Gipuzkoa (artículo 14.2) y, (vii) la autorización para la emisión de licencias federadas (art. 14.3).
Finalmente, se le atribuyen también las funciones de inspección en el ámbito de deporte escolar (artículo 17).

Conforme al artículo 24.11 de la Norma Foral 10/2023, de 15 de marzo, de gobierno, organización y régimen jurídico de la Diputación Foral de Álava, corresponde a las diputadas y diputados forales el ejercicio de la potestad reglamentaria en las materias propias de su departamento para las que se hallen expresamente habilitados por la normativa vigente, debiendo ajustarse el proyecto al rango de orden foral conforme al artículo 60.e) de la misma Norma Foral.

2.- Dictamen preceptivo de la Comisión Consultiva

El art. 3.1 del Decreto Foral 40/1999, del Consejo de Gobierno Foral de 30 marzo, por el que se crea la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava y se aprueba su Reglamento Orgánico, dispone que la Comisión Consultiva emitirá dictamen preceptivo en relación con los proyectos de disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución de las Normas Forales que regulen materias de la competencia exclusiva o de desarrollo normativo del Territorio Histórico, o en ejecución de las Leyes de la Comunidad Autónoma en aquellas materias en que compete al Territorio Histórico el desarrollo reglamentario de las mismas.

De cuanto antecede hay que concluir que, consistiendo el proyecto de orden foral que se somete a dictamen en el desarrollo reglamentario de la Norma Foral 21/2020, de 28 de octubre, de deporte escolar, reguladora, a su vez, de una materia sobre la que el Territorio Histórico de Álava ostenta la competencia de desarrollo normativo y ejecución, debe ser objeto del preceptivo dictamen de esta Comisión Consultiva, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.1.b) del Decreto Foral 40/1999, de 30 de marzo, que crea la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava y aprueba su Reglamento Orgánico.

3.- Procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general

3.1. Normativa aplicable

El Decreto Foral 6/2023, del Consejo de Gobierno Foral de 28 de febrero, aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general de la Diputación Foral de Álava (BOTHA nº 28, de 8 de marzo de 2023). Su disposición final señala que el mismo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el BOTHA.

El procedimiento de elaboración del proyecto sometido a dictamen se inició mediante la Orden Foral 162/2026, de 25 de junio, de la diputada de Cultura y Deporte, por lo que le será de aplicación el aludido Decreto Foral conforme a su disposición final. 

3.2 Plan anual normativo

Dispone el artículo 4 del Decreto Foral 6/2023 que, en el último trimestre de cada año, la Diputación Foral de Álava aprobará un Plan Anual Normativo que incluirá las iniciativas normativas que tenga previsto proponer para su aprobación durante el ejercicio anual siguiente. En caso de que se promueva, por el órgano competente, una propuesta normativa que no figure en el Plan Anual Normativo, se deberá justificar la urgencia o la necesidad de tal regulación en la resolución de incoación del procedimiento de elaboración de la disposición.

Revisado el Plan Anual Normativo del año 2026 se constata que la presente iniciativa normativa no está prevista en el mismo, si bien su urgencia y necesidad queda justificada en la Orden Foral de inicio.
3.3. Principios de buena regulación

Establece el art. 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante LPACAP), que en el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria, las Administraciones Públicas actuarán de acuerdo con los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia. En la exposición de motivos o en el preámbulo, según se trate, respectivamente, de anteproyectos de ley o de proyectos de reglamento, quedará suficientemente justificada su adecuación a dichos principios. 

Y lo mismo resulta de lo dispuesto en el art. 3.2 del Decreto Foral 6/2023, del Consejo de Gobierno Foral de 28 de febrero, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general de la Diputación Foral de Álava.

Pues bien, en relación con este apartado, el proyecto normativo se ha adecuado a tales principios, lo que ha quedado suficientemente justificado en la parte expositiva.

3.4. Tramitación urgente

Conforme al artículo 22.1 del Decreto Foral 6/2023, del Consejo de Gobierno Foral de 28 de febrero, la Orden Foral 162/2026, de 25 de junio, de la Diputada de Cultura y Deporte, declara la tramitación de urgencia del procedimiento, a fin de posibilitar su aprobación con carácter previo al próximo periodo de inscripciones correspondiente al curso 2026-2027 y evitar así perjuicios organizativos y disfunciones en la aplicación de la normativa vigente.

El citado artículo 22 reserva la urgencia para supuestos en los que “concurran razones graves de interés público o circunstancias extraordinarias que, no habiendo podido preverse con anterioridad, exijan la aprobación urgente de la disposición” y prevé que, en esos casos, la resolución de inicio del procedimiento o aquella que disponga la tramitación de urgencia contenga una justificación de los hechos y fundamentos que la sustentan.

Cabe señalar a este respecto que la urgencia en la tramitación de disposiciones normativas debe estar debidamente justificada pues la urgencia conlleva, como veremos, que se pueda prescindir de determinados trámites y se reduzcan los plazos de otros, disminuyendo así las garantías procedimentales previstas para la elaboración de proyectos normativos. A lo que cabe añadir que la reducción de plazos para informar tampoco contribuye al enriquecimiento de los proyectos normativos. Por este motivo, a juicio de esta comisión debiera haberse realizado un mayor esfuerzo de justificación de la urgencia por el órgano promotor.

3.5. Consulta pública previa y audiencia e información pública
Según lo dispuesto en el artículo 22.3 del Decreto Foral 6/2023, del Consejo de Gobierno Foral de 28 de febrero, las iniciativas normativas que se tramiten por el procedimiento de urgencia quedan exentas del trámite de consulta pública previa. Asimismo, conforme a su artículo 14.3, el trámite de audiencia e información pública queda reducido a un mínimo de seis días hábiles cuando se haya dispuesto la tramitación urgente.
Conforme al informe de impacto normativo emitido por la Secretaría Técnica de Cultura y Deporte en fecha 16 de julio de 2026, declarada la urgencia de la iniciativa, el trámite de consulta pública previa no se realizó y, materializada la audiencia e información pública durante seis días hábiles (del 7 al 15 de julio), no se ha recibido ninguna aportación. 

Se ha cumplido, por tanto, lo dispuesto por la normativa en relación con los dos trámites citados. 

3.6. Informes y trámites preceptivos

Respecto a la tramitación de la propuesta, la misma ha sido elaborada por la Dirección de Deporte. El Servicio de Secretaría Técnica de Cultura y Deporte ha emitido el correspondiente informe de impacto normativo, habiéndose emitido el informe de evaluación de impacto de género conjuntamente por el citado Servicio y el de Deporte. Sobre este último informe, además, se ha realizado la correspondiente verificación por el Servicio de Igualdad de esta Diputación.

3.7. Plazo para la tramitación del procedimiento

Conforme al artículo 24.2 del Decreto Foral 6/2023, del Consejo de Gobierno Foral de 28 de febrero, ultimada la tramitación de los proyectos de disposiciones normativas, éstos se someterán al órgano competente para, en su caso, su aprobación en el plazo de ocho meses desde que se inició el procedimiento. 

El presente procedimiento se inició por Orden Foral 162/2026, de la Diputada de Cultura y Deporte de 25 de junio, no habiendo transcurrido aún el plazo descrito. 

III.-DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

La disposición normativa consta de una parte expositiva, otra dispositiva de un único artículo y una disposición final única relativa a la vigencia de la iniciativa. En cuanto al artículo único de la parte dispositiva, el mismo se dividide en 16 apartados, destinando cada uno de ellos a los concretos artículos de la Orden Foral 185/2025, de 14 de julio, que se pretende modificar:

· Modificación del artículo 7.2, a fin de favorecer la flexibilidad en relación con la duración, jornadas inhábiles y franjas horarias de las actividades previstas en los programas anuales de deporte escolar. 

· Modificación de la letra a) del artículo 12.1 con el objeto de posibilitar la exigencia de compromisos obligatorios relacionados con los valores y principios del deporte a las entidades participantes.

· Adición de la letra g) en el artículo 12.1 a fin de posibilitar la verificación del cumplimiento de los requisitos legales exigibles a las entidades participantes.

· Modificación del artículo 18, incorporando la obligación de que todas las entidades dispongan de una persona coordinadora.

· Modificación del artículo 19, estableciendo la obligación de que todas las entidades cuenten con una delegada o un delegado de protección.

· Modificación del artículo 25 que prioriza la práctica del deporte prebenjamín en el centro escolar cuando la modalidad esté ofertada en el mismo, limitando la inscripción en entidades externas. 

· Modificación del artículo 28, enumerando su primer apartado.

· Modificación de la letra d) del artículo 48.1, aplicando similares criterios de participación a los centros escolares.
· Modificación del artículo 52 posibilitando la adopción de medidas de intervención sobre la asistencia de público.

· Modificación del artículo 73.8, a fin de mejorar su redacción.

· Modificación del artículo 79.7.d), a fin de que la recaudación con fines solidarios no impida la autorización de fiestas recreativas y competitivas previstas en el citado artículo. 

· Modificación del artículo 82 incluyendo dos nuevas condiciones para la participación en actividades no incluidas en el programa de actividad física y deporte en edad escolar.

· Adicción de un nuevo apartado 3 en el artículo 84, con la finalidad de limitar el número de actividades o competiciones autorizadas.

· Modificación del artículo 85 mediante la adicción de un apartado segundo, con el objeto de permitir excepcionalmente la participación en campeonatos autonómicos federados previa autorización foral, y consecuente enumeración del siguiente apartado. Además, se adapta el título del citado artículo. 

· Modificación del apartado 6 del artículo 86 adecuando la duración de las autorizaciones relativas a licencias federadas a períodos temporales determinados.

· Adición de los apartados 9 y 10 al artículo 86, con la finalidad de regular la compatibilidad de las licencias federativas y escolares. 

· Modificación de la disposición final tercera, a fin de establecer una aplicación progresiva de diversas medidas destinadas a facilitar la adaptación de las entidades y de las personas deportistas al nuevo marco regulador.

IV. – ANÁLISIS DEL CONTENIDO DEL PROYECTO

Se formulan a continuación algunas observaciones en relación con el proyecto objeto de dictamen.

1.- Título y artículo único de la disposición

Los títulos de las disposiciones normativas deben reflejar, de la manera más fiel posible, el contenido de las mismas y, en las disposiciones modificativas, además, se deberá expresar este carácter y mencionar el título completo de la disposición que se modifica. Por ello, se recomienda el siguiente título: “Aprobar la modificación de la Orden Foral 185/2025, de 14 de julio, de la diputada de Cultura y Deporte, por la que se aprueba la normativa reguladora de los programas de actividad física y deporte en edad escolar del Territorio Histórico de Álava”.

Conforme a las directrices de técnica normativa, en los supuestos en los que hay un solo artículo, éste se designa como “Artículo único”, por lo que sugerimos que se añada el término artículo.

2.- Modificación del artículo 7.2

Se faculta a la persona titular del departamento competente en materia de deporte a modificar la duración, jornadas inhábiles y franjas horarias relativas al programa anual de actividad física y deporte en edad escolar. 

Si bien es cierto que no impide su posterior modificación, el artículo 3.5 del Decreto 125/2008, de 1 de julio, y el artículo 10 de la Norma Foral 21/2020, de 28 de octubre, disponen que la duración de los programas de deporte escolar no podrá ser superior al año, estableciéndose en cada campaña de deporte escolar las fechas de inicio y finalización del programa convocado. Lo anterior aconsejaría que la modificación propuesta solo operara en circunstancias excepcionales debidamente justificadas y respetando en todo caso la duración máxima establecida.
3.- Modificación del artículo 12.1 a)

En relación con el respeto de los principios integradores, mediante esta modificación, se posibilita el requerimiento de compromisos sobre los valores y principios de la actividad física y el deporte escolar, materializándose a través de una declaración responsable o de la participación obligatoria en reuniones, formaciones o programas determinados.

La declaración responsable, prevista en el artículo 69 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, se configura como un medio de acreditación basado en el compromiso de la persona interesada en el que ésta manifiesta, bajo su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente para obtener el reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio, que dispone de la documentación que así lo acredita, que la pondrá a disposición de la Administración cuando le sea requerida, y que se compromete a mantener el cumplimiento de las anteriores obligaciones durante el período de tiempo inherente a dicho reconocimiento o ejercicio.

Ahora bien, en general, la declaración responsable no parece ser el cauce adecuado para obligar a cumplir principios formulados de forma genérica que no se corresponden con requisitos verificables ni para crear nuevas obligaciones materiales o requisitos no previstos en la normativa. 

En cuanto al respeto de los principios integradores, los mismos se concretan en el artículo 2 de la disposición y podrían vincularse a obligaciones verificables. Sin embargo, esta condición no parece cumplirse respecto de la participación obligatoria en reuniones, formaciones o programas determinados, por lo que se recomienda reflejar estas condiciones como requisitos de participación o eliminar dicha referencia.
4.- Modificación de los artículos 18 y 19
Se incorporan, respectivamente, la obligación de que las entidades dispongan de una persona coordinadora y una delegada o delegado de protección. La obligación no es nueva por cuanto así parece desprenderse del actual artículo 13.1, letras e) y f). 

Esta Comisión no muestra objeción respecto de la aclaración efectuada, toda vez que contribuye a la seguridad jurídica, si bien, desde el punto de vista de la técnica normativa, debiera seguirse un criterio homogéneo en la forma de articular la modificación de los preceptos. La modificación del artículo 19 genera cierta confusión por lo que se sugiere su corrección de manera que guarde coherencia con la modificación realizada respecto del artículo 18, es decir, transcribiendo la totalidad del artículo.

5.- Modificación de la letra d) del artículo 48.1

Si bien parece que la voluntad es equiparar los criterios aplicables a los centros escolares y a las entidades previstas en el artículo 11.1.d), la redacción no parece acertada. Y ello porque, por un lado, en el primer párrafo se determina la condición que deben cumplir las entidades previstas en el artículo 11.1.b) y, por otro lado, en el segundo párrafo se concreta el criterio aplicable a los centros escolares sin haber determinado previamente la condición que les es exigible. Si bien puede sobreentenderse, se sugiere otra redacción conforme con el principio de seguridad jurídica.

6.- Modificación del artículo 52

Mediante esta nueva redacción se pretende habilitar a la persona titular de la dirección competente en materia de deporte para la adopción de las siguientes “medidas de intervención sobre la asistencia de público” a las competiciones en edad escolar —artículo 52.2c)—:

· Reducción de aforo,

· Establecimiento de condiciones de acceso,

· Celebración de competiciones a puerta cerrada.

Según se desprende del citado artículo, dichas medidas se adoptarían en atención a la intensidad del riesgo apreciado y a la preservación de los principios y valores propios del deporte escolar, si bien en el preámbulo se cita también la finalidad ejemplarizante. En particular, con esta modificación, podría ordenarse la celebración de competiciones sin público cuando pudiera incidir negativamente en el desarrollo de la actividad o con una finalidad correctiva o de sensibilización general.

Sin cuestionar lo loable de la finalidad perseguida, se estima que el precepto descrito no tiene encaje en el vigente marco normativo y ello por las razones que se exponen a continuación.

En primer lugar, porque conforme al artículo 2 de la Norma Foral 21/2020, de 28 de octubre, las funciones atribuidas en materia de deporte escolar, en el ámbito del Territorio Histórico de Álava, corresponden a la persona titular del departamento competente en materia de deporte, conteniendo una habilitación normativa específica a favor de dicha persona en la disposición final primera. 
En cualquier caso, con independencia de la persona a la que se atribuya la facultad de decisión sobre las medidas citadas, se cuestiona la propia legalidad de las medidas, toda vez que parecen haberse adoptado sin el debido apoyo en el ordenamiento. 

Considerando la finalidad correctiva y la naturaleza restrictiva de las medidas descritas, y al objeto de analizar si pudieran encajar entre las sanciones previstas en nuestro ordenamiento jurídico, cabe distinguir, por un lado, el régimen disciplinario deportivo y, por otro lado, el régimen sancionador, diferenciación mantenida por la vigente Ley 2/2023, de 30 de marzo.

El régimen disciplinario deportivo se dirige a sancionar conductas contrarias a las reglas de juego, actividad o competición deportiva oficial y en las normas estatutarias o reglamentarias de las entidades deportivas, que pueden ser infringidas por sujetos sometidos a una relación de sujeción especial. El objeto del régimen sancionador lo constituye, sin embargo, la infracción a las normas administrativas del ámbito deportivo, que pueden ser infringidas por cualquier persona física y jurídica. 

Tal y como tuvo oportunidad de señalar esta Comisión en su Dictamen de 19 de junio de 2025, en el régimen disciplinario confluyen una serie de circunstancias que permiten condicionar el principio de legalidad, ya que se trata de regular comportamientos de personas que voluntariamente se integran en organizaciones deportivas y que aceptan libremente sus reglas y la participación en sus competiciones. Así lo manifestó la STC 2/1987, de 21 de enero, al señalar que se trata de un ámbito en el que se da una flexibilización de la exigencia del principio de legalidad formal. Ello matiza la severidad de la aplicación del principio de reserva de ley, exigiendo, en todo caso, su articulación mediante una habilitación legislativa suficiente. Aunque es cierto que la jurisprudencia y doctrina se vienen mostrando cada vez más reticentes a la admisión de la existencia de estas relaciones de sujeción especial, especialmente por la merma en las garantías constitucionales que supone para estos últimos, uno de los ámbitos en el que tradicionalmente se ha venido admitiendo la existencia de las relaciones de sujeción especial es el deportivo.
En cualquier caso, y a pesar de que conforme a los artículos 3.2.k) y 4.a) de la Ley 2/2023, de 30 de marzo, parecería posible el desarrollo normativo foral en materia de régimen disciplinario en el deporte escolar, el artículo 121 de la citada Ley reserva, entre otros, la regulación de la tipificación de las infracciones y su clasificación en función de la gravedad, el sistema de sanciones y los procedimientos disciplinarios al Gobierno Vasco, así como a las federaciones. Así, en el ámbito autonómico se dictó el Decreto 391/2013, de 23 de julio, sobre régimen disciplinario de las competiciones de deporte escolar. También se permite, en virtud del artículo 122.2, que los reglamentos de las distintas entidades tipifiquen, de acuerdo con los principios y criterios generales, las conductas que deban constituir las infracciones, en función de las particularidades de los distintos deportes y organizaciones.

Conforme al artículo 116 de la Ley 2/2023, de 30 de marzo, la potestad disciplinaria deportiva, entendida como la facultad para investigar y, en su caso, sancionar a las personas sometidas a su disciplina deportiva, corresponde a:

a) A las federaciones deportivas sobre todas las personas físicas o jurídicas federadas, sus directivas o directivos y demás personas sujetas a una relación de especial sujeción.

b) A los órganos competentes en el ámbito del deporte escolar y del deporte universitario sobre sus participantes.

c) Al Comité Vasco de Justicia Deportiva sobre las mismas personas y entidades anteriores.

Por lo tanto, en cuanto al régimen disciplinario, los órganos competentes en el ámbito del deporte escolar ostentarían la potestad disciplinaria deportiva, pero no así la facultad de tipificar las infracciones ni de definir el sistema de sanciones que se reservaría para el Gobierno Vasco y las federaciones.

En cuanto al régimen administrativo sancionador, el artículo 140 de la Ley 2/2023, de 30 de marzo, dispone que será de aplicación a las acciones u omisiones que tengan lugar en el ámbito de la Comunidad Autónoma Vasca y con independencia de la naturaleza o clase de competición deportiva o de actividad, correspondiendo el ejercicio de la potestad sancionadora, conforme al artículo 151, al Gobierno Vasco, a los órganos forales y a los municipios, en la esfera de sus competencias. 

Este régimen sancionador, recogido en el Título XIV de la Ley, no estaría afectado por la flexibilización antes citada en relación con el disciplinario, por lo que el principio de legalidad en el procedimiento sancionador impediría sancionar conductas no previstas previamente como infracción por norma con rango de ley, y exigiría que la potestad sancionadora estuviera expresamente atribuida por una ley y se ejerciera mediante el procedimiento establecido, sin sanción posible al margen de expediente y garantías.

La propia Ley 2/2023, de 30 de marzo, reserva la sanción consistente en “la celebración de juegos, pruebas o competiciones a puerta cerrada” para las infracciones muy graves —art. 126.1.j)— y graves —126.2.h)— tipificadas en el régimen disciplinario deportivo. El Decreto 391/2013, de 23 de julio, también prevé en sus artículos 17.1.h) y 17.2.g) la misma sanción. 

Asimismo, el régimen sancionador de la Ley 2/2023, de 30 de marzo, prevé en su artículo 146 “la prohibición de acceso a instalaciones deportivas y de actividad física” como sanción por las infracciones previstas en dicha Ley.

Considerando que en cualquiera de los casos —régimen disciplinario o sancionador— la depuración de las responsabilidades debe realizarse a través de los procedimientos y conforme a las garantías previstas en la normativa, no procedería aducir la potestad disciplinaria o sancionadora en relación con las medidas relativas al desarrollo de las competiciones a puerta cerrada. Tampoco cabría la posibilidad de establecer sanciones no previstas en el régimen disciplinario o sancionador conforme a lo señalado. 

La misma conclusión se alcanzaría si se adujera que se trata de medidas de seguridad, toda vez que el artículo 110 de la Ley 2/2023, de 30 de marzo, atribuye a las personas organizadoras de eventos deportivos y propietarias de instalaciones deportivas y de actividad física el deber de garantizar las necesarias medidas de seguridad en los espacios deportivos, de acuerdo con lo establecido normativamente en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas. Asimismo, la disposición adicional decimoquinta dispone que a las competiciones deportivas incluidas en el ámbito de aplicación de dicha ley se les aplicarán, en lo no dispuesto por aquella, las medidas de seguridad exigibles por las disposiciones vigentes en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas.
Pues bien, la Ley 10/2015, de 23 de diciembre, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas, dispone lo siguiente en relación con las medidas de seguridad:

“Artículo 46. Prohibición y suspensión

1.-Sin perjuicio de las atribuciones de las autoridades competentes en materia de seguridad publica en la Comunidad Autónoma de Euskadi, las autoridades administrativas competentes para la autorización, control e inspección de los espectáculos públicos y actividades recreativas, conforme a la presente ley, pueden prohibir mediante resolución motivada y, en caso de estar celebrándose, suspender, los espectáculos y actividades recreativas cuando:

a) Resulten prohibidos de conformidad con lo previsto en esta ley.

b) Carezcan de las autorizaciones o comunicaciones previas preceptivas, o se alteren los requisitos de las mismas, y su celebración no reúna las condiciones de seguridad exigibles.

c) Exista un peligro cierto para personas y bienes.

d) Se produzcan o se prevean graves desórdenes con peligro para personas y bienes.

2.-Las delegadas y los delegados de la autoridad presentes en la celebración de los espectáculos y actividades recreativas pueden proceder, previo aviso a los organizadores, a la suspensión de los mismos por razones de máxima urgencia apreciada por ellos, cuando se trate de los supuestos recogidos en las letras a), c) y d) del apartado anterior.

Artículo 47. Clausura y precinto

1.- Las autoridades competentes pueden, asimismo, proceder mediante resolución motivada y previa audiencia de las personas interesadas, a la clausura y precinto de los locales e instalaciones que carezcan de licencia o comunicación previa.

2.- Asimismo pueden adoptar dichas medidas respecto de aquellos locales e instalaciones que, aun teniendo licencia o habiendo presentado comunicación previa, presenten deficiencias que hagan peligrar gravemente la seguridad de personas y bienes o la salubridad pública.

Cuando se aprecie peligro inminente, estas medidas pueden adoptarse sin necesidad de audiencia previa, por las autoridades competentes o las agentes y los agentes o personal funcionario que ejerzan la inspección. Cuando estos últimos adopten tal medida de urgencia, la misma habrá de ser ratificada en el plazo máximo de cuarenta y ocho horas por la autoridad competente, quedando sin efecto en caso contrario.

3.- Dichas medidas serán efectivas en tanto subsistan las razones que motivaron su adopción”.

(…)

“Artículo 49. Autoridades competentes

Son competentes para adoptar las medidas de seguridad previstas en los artículos 46, 47 y 48 de este capítulo las administraciones que lo sean para la inspección y control.

No obstante, el departamento competente en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas podrá adoptar las citadas medidas en caso de inhibición, previo requerimiento a la entidad local, o por razones de urgencia que así lo justifiquen.

Como puede observarse, las medidas previstas no están vinculadas a la capacidad o aforo del establecimiento, y ello porque, tal y como se desprende del artículo 7 del Decreto 17/2019, de 5 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley de espectáculos públicos y actividades recreativas, el aforo, considerado como el límite de público que puede congregarse en una zona, establecimiento, local o recinto, para el que se garantizan unas condiciones suficientes de seguridad para las personas ocupantes, se establece en el correspondiente título habilitante, debiendo ajustarse a lo establecido en la normativa sectorial de aplicación. 

Ello determina que la fijación del aforo no pueda quedar al arbitrio de la voluntad de los órganos forales competentes en materia de deporte escolar, sin perjuicio de las medidas que estos pudieran adoptar en el ejercicio de su competencia inspectora—artículo 134 y 135 de la Ley 2/2023, de 30 de marzo; y artículo 17 de la Norma Foral 21/2020, de 28 de octubre— conforme a los preceptos analizados.

En cuanto al establecimiento de las condiciones de acceso, el artículo 8 de la Ley 10/2015, de 23 de diciembre, reconoce el derecho de las personas espectadoras y usuarias a “ser admitido en el establecimiento o al espacio abierto al público en las mismas condiciones objetivas que todas las personas asistentes, dentro de las limitaciones que tenga establecidas la empresa en la reserva de admisión, siempre que la capacidad de aforo lo permita y que no concurran ninguna de las causas de exclusión por razones de seguridad o alteración del orden público.”
En relación con las condiciones de admisión, el artículo 22 de la citada Ley establece la reserva de admisión como facultad de las personas titulares de establecimientos públicos u organizadoras de espectáculos y actividades recreativas pero siempre vinculado a condiciones objetivas de admisión y permanencia, no pudiendo conllevar en ningún caso, discriminación por razón de origen o lugar de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión, discapacidad, orientación sexual, identidad de género o cualquier otra condición o circunstancia personal o social de los usuarios. Asimismo, las personas titulares de los establecimientos y las organizadores de espectáculos y actividades recreativas están obligadas a impedir el acceso a los mismos, en los supuestos en los que (a) el aforo se halle completo, (b) una vez cumplido el horario, (c) cuando se carezca de la edad mínima y (d) a quienes manifiesten comportamientos violentos susceptibles de causar molestias a otras personas espectadoras o usuarias, o bien que dificulten el normal desarrollo del espectáculo o la actividad.

Es decir, la condición de acceso se configura como un derecho de las personas espectadoras y usuarias cuya limitación debe responder a criterios objetivos previamente determinados por las personas titulares de los establecimientos públicos u organizadoras de los espectáculos. Estas últimas tendrán el deber de impedir el acceso en determinados supuestos tasados o cuando concurran razones de seguridad o alteración del orden público. No corresponde, por lo tanto, a los órganos forales la posibilidad de determinar mediante resolución otras condiciones de acceso diferentes a las establecidas por la normativa vigente.
Por todo lo anterior, considerando que la modificación introducida impone medidas que condicionan derechos o situaciones jurídicas sin cobertura normativa suficiente, procedería la eliminación de la letra c) del artículo 52.2, toda vez que pudiera resultar constitutiva de exceso reglamentario contrario a la jerarquía normativa, por cuanto se aproxima materialmente a un régimen sancionador o cautelar restrictivo no previsto.

7.- Modificación del artículo 73.8

A fin de evitar términos indeterminados que dificulten la aplicación del precepto, se sugiere precisar la antelación con la que debe comunicarse la no utilización del autobús contratado, toda vez que el incumplimiento de esta obligación puede derivar en la imposibilidad de contratar otros servicios de transporte durante el curso.

8.- Modificación del artículo 82.1

Se sugiere concretar las condiciones previstas en las letras b) y d) del artículo 82.1, toda vez que no se alcanzan a comprender con certeza.

En relación con la condición de la letra c), se aconseja concretar si lo que se exige es que no coincida en fecha y hora con otra actividad programada.

En cuanto a la letra d), se desconoce a qué se refiere el término “modalidades de participación”, toda vez que no ha sido definido previamente. Podría referirse a los itinerarios, a la clasificación de actividades… 

9.- Modificación del artículo 85

Se modifica el artículo 85 a fin de ampliar la posibilidad de participar, con licencia escolar, en campeonatos autonómicos federados oficiales, siempre que así lo autorice la persona titular del departamento. Se matiza que la autorización será de forma excepcional y siempre que la competición cuente con la autorización de la diputación foral correspondiente.

A nivel estatal, el apartado primero del artículo 49 de la Ley 39/2022, de 30 de diciembre, del Deporte, requiere, para la participación en actividades o competiciones deportivas oficiales de ámbito estatal e internacional, estar en posesión de una licencia expedida por la correspondiente federación deportiva española. No obstante, conforme al apartado segundo del mismo artículo, las licencias expedidas por las federaciones de ámbito autonómico habilitarán para la participación en competiciones de carácter no profesional siempre y cuando aquéllas se hallen integradas en las federaciones deportivas españolas, se expidan dentro de las condiciones mínimas de carácter económico que fijen estas y comuniquen su expedición a las mismas.

Por lo tanto, en relación con la participación en campeonatos estatales, posibilidad ya prevista por la redacción originaria del artículo 85.1 y condicionada a la decisión de la correspondiente federación, no parece que pudiera llegar a cumplirse dicha condición a la vista del artículo 49 de la Ley 39/2022 antes citado, que vincula la participación a una licencia federada. Y ello porque para participar en competiciones oficiales de ámbito estatal sería preciso estar en posesión de una licencia expedida por la correspondiente federación deportiva española o, en su caso, por la federación autonómica integrada que habilite para ese ámbito.

Con respecto a las competiciones oficiales federadas celebradas en la Comunidad Autónoma del País Vasco, el artículo 40.2 de la Ley 2/2023, de 30 de marzo, dispone que “la integración de las personas físicas y jurídicas en las federaciones deportivas es requisito necesario para la participación en competiciones federadas oficiales”. Y, conforme al artículo 61.2 de la misma Ley, tendrán tal consideración aquellas que previamente sean calificadas como tales por las federaciones en el calendario anual correspondiente. “En dichas competiciones solo podrán participar disputando el correspondiente título oficial las deportistas y los deportistas, así como las entidades deportivas, con la licencia emitida al amparo de la presente ley”.

El artículo 73.3 añade que “en el deporte en edad escolar, se precisará disponer de licencia escolar, emitida por las diputaciones forales, para las actividades de deporte escolar incluidas en los programas forales, y de licencia federada para las actividades de deporte federado autorizadas por las diputaciones forales”.
Asimismo, el artículo 68.1 de la citada Ley dispone que “para participar en las competiciones deportivas de carácter oficial previstas en esta ley será necesario estar en posesión de la licencia de acuerdo con las condiciones que se establezcan en las disposiciones de desarrollo”. 

Por lo tanto, la participación en competiciones federadas oficiales en Euskadi está, como regla general, vinculada a disponer de licencia federativa, porque la integración en la federación se produce mediante esa licencia y es requisito para competir en ese tipo de competiciones —art. 40.2—. Ahora bien, en virtud del artículo 68.1 podrían permitirse otras licencias conforme al desarrollo reglamentario de la Ley. Interpretación reforzada por el artículo 71.3, según el cual “las licencias escolares serán equivalentes a las licencias federativas a los efectos que se determinen reglamentariamente”.
En relación con la licencia de deporte escolar, el Decreto 125/2008, de 1 de julio, dispone lo siguiente en los apartados 5 y 6 del artículo 13:  

“5.- Las federaciones deportivas vascas podrán homologar como licencias federadas las licencias
escolares expedidas por los órganos competentes de las diputaciones forales.

6.- Las licencias homologadas no habilitan a su titular para participar en competiciones deportivas federadas pero se consideran equivalentes a la licencia federada para todos los demás efectos”.
Entendiendo la homologación como la equiparación de ambas licencias, el vigente desarrollo reglamentario no parece permitir dicha convalidación a efectos de participar en competiciones deportivas, lo que permitiría concluir que el apartado segundo adicionado podría constituir un exceso reglamentario. 

10.- Modificación del apartado 6 y adicción de los apartados 9 y 10, todos ellos en relación con el artículo 86
La articulación de la modificación realizada sobre el artículo 86 afecta a varios apartados de un mismo artículo y genera cierta confusión, por lo que se sugiere la reproducción del artículo completo, por responder a una práctica más clara y recomendable.

11.- Modificación de la letra f) de la disposición final tercera

La excepción realizada respecto a las niñas y niños nacidos en el año 2021, retrasando al curso 2027-2028 la aplicación de la prohibición relativa a la enseñanza de técnicas deportivas específicas en las actividades de desarrollo psicomotor, podría colisionar con la previsión del artículo 73.2.a) de la Ley 2/2023, de 30 de marzo, según el cual correspondería a la etapa de educación infantil las siguientes funciones y características: “a) Etapa de Educación Infantil: etapa que atiende a niñas y niños desde el nacimiento hasta los 6 años de edad. En esta etapa se garantizará una actividad física y juego libre con el objetivo de posibilitar actividades lúdico-motoras para el desarrollo integral y armónico y para vivir el movimiento corporal con disfrute”.

Además, conforme a la técnica normativa, dado que la modificación afecta a varios apartados de un mismo artículo, se aconseja la reproducción de la disposición completa, por responder a una práctica más clara y recomendable.
V.- CONCLUSIONES
Primera.- Es preceptivo el dictamen de la Comisión consultiva al consistir el objeto del proyecto de orden foral en la regulación reglamentaria de una materia sobre la que los Territorios Históricos ostentan la competencia de desarrollo normativo y ejecución.

Segunda.- En relación con los contenidos relativos al fondo, el proyecto de orden foral se adecúa al ordenamiento jurídico, a excepción de lo que resulta de las consideraciones esenciales señaladas en los párrafos 6 y 9 del apartado IV de este Dictamen, en relación con las modificaciones de los artículos 52 y 85, respectivamente.
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